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de la «regla de la segunda mirada»10, o de
acompañar las sentencias de inconstitucio-
nalidad con «plazos de espera». Asimis-
mo sugiere aceptar la figura del «amicus
curiae» o fomentar las audiencias públi-
cas para casos controvertidos. También
plantea la posibilidad de que sea el Con-
greso quien active mecanismos de «res-
puesta legislativa»11 ante sentencias del
Tribunal Constitucional, con contenido
similar o idéntico al invalidado.

Evidentemente las sugerencias pro-
puestas en este libro dependen de asumir

los presupuestos que el autor establece a
lo largo del mismo y que parten del he-
cho del desacuerdo. Sin embargo, incluso
para quienes están convencidos de que
los sistemas robustos de control judicial
de constitucionalidad son preferibles, re-
sulta una invitación a la reflexión sobre la
fuerza y plausibilidad de los argumentos
que sostienen estas posiciones. Todo ello
movido por el noble deseo de hacer que
nuestros arreglos institucionales sean más
democráticos y participativos y por dar a
la ciudadanía un papel protagónico.

10 Propuesta que toma de Guido CALABRESI, tendente a que los jueces «invaliden» las
leyes no con el propósito de dar la última palabra, sino más bien con la explícita intención
de que el legislativo reconsidere su decisión. En: «The Supreme Court 1990 Term, Fore-
word: Antidiscrimination and Constitutional Accountability (What the Bork-Brennan Deba-
te Ignores)», Harvard Law Review, 105 (1), 1991, pp. 84-124.

11 En este caso la idea la toma de Víctor FERRERES COMELLA, «Una defensa de la rigidez
constitucional», Doxa, 23, 2000, pp. 29-47.

* Doctor en Derecho por la Universidad Complutense de Madrid. Profesor Ayudante
de Derecho constitucional de la Universidad de las Islas Baleares (España).

1 Pedro DE VEGA GARCÍA, «En torno a la crisis de las ideas de representación y de
legitimidad en la democracia actual», en Temas de Derecho público, n.º 42, Universidad
Externado de Colombia, Bogota, 1996, pp. 9-11.

2 Klaus GÜNTHER, «Pluralismo jurídico y código universal de la legalidad: La globaliza-
ción como problema de teoría del Derecho», en Anuario de Derechos Humanos, vol. 4,

JOSÉ LUIS PRADO MAILLARD (edit.), El control político en el Derecho comparado, Co-
mares, Granada, 2010.

Por ALBERTO OEHLING DE LOS REYES*

Es sabido que los sistemas constitucio-
nales típicos han ido desplegando in cres-
cendo la eficacia y sentido último de los
términos jurídico-elementales del Estado
social y democrático de Derecho, sobre
todo en relación con la implementación
del principio de supremacía constitucio-
nal, concepto de división de poderes y
tutela de los derechos y libertades funda-
mentales; y en desarrollo de estas pautas
básicas, se puede decir, casi con total
probabilidad, es muy posible que esta
progresión de efectividad de estos institu-
tos continúe. Empero, como ya vaticinara
De Vega, se ha producido, a nivel global,

un cambio socio-político y económico
notable, consecuencia de la revolución
tecnológica –en particular de las comuni-
caciones– y de la mundialización, que ha
afectado, aparte de los conceptos tradicio-
nales de representación política y legiti-
midad, en gran manera a las mismas ba-
ses e institutos que sustentan el Estado
constitucional1. Incluso las tendencias
doctrinales, la práctica jurídica y política
ha experimentado una metamorfosis, aún
en estado larvario. Aparte de los aspectos
positivos que este proceso de cambio pue-
de aportar, como, por ejemplo, en orden a
la protección trasnacional de los derechos
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humanos (Günther)2, la indolente planifi-
cación económica, la tecnificación, el fre-
nesí consumista y el cálculo de los opera-
dores económicos impone un frió estilo
también a las unidades estatales, hasta el
punto de que –contradictoriamente– las
bases más íntimas del sistema constitucio-
nal (dignidad de la persona, derechos fun-
damentales, derechos sociales, etc.), pue-
den verse de alguna forma modificadas.

En este contexto, como ha inferido Pra-
do Maillard, se hacen necesarios nuevos
husos jurídico-políticos para hacer frente
a los nuevos retos de la sociedad cam-
biante3. También, como apunta Ángela Fi-
gueruelo en su análisis introductorio, se
hace patente la necesidad de un nuevo
constitucionalismo y una nueva concep-
ción de los institutos constitucionales,
particularmente de los medios de control
político. En efecto, el diseño de fórmulas
de intervención de las instituciones, como
es el caso de las vías de control de go-
bierno, o de control parlamentario, por
citar los métodos a tal efecto más rese-
ñables; la configuración de métodos de
aseguramiento del sistema democrático y
de subsunción a los principios constitu-
cionales de las estructuras de poder y la
Administración, son tan sólo algunas
muestras significativas de formas de in-
tervención eminentemente prácticas, testa-
das, y que, como se entrevé en algunos
de los epígrafes del libro, pueden ser ade-
más remozadas para hacer frente a las pe-
liagudas y peculiares dificultades a las
que se enfrenta el Derecho constitucional
del siglo XXI.

Podemos afirmar que un trabajo como
El control político en el Derecho compa-
rado, editado por José Luis Prado Mai-
llard, dirigido por Ángela Figueruelo Bu-
rrieza, Gastón J. Enríquez Fuentes y
Michael Núñez Torres y resultado de un
proyecto de investigación integrado por
un plantel de prestigiosos especialistas en
Derecho constitucional, Ciencia Política e
Historia constitucional, es, precisamente,
una ayuda inestimable en este sentido,
más cuando se realiza desde la perspecti-
va del Derecho comparado. La obra, sin
abandonar su función de estudio y pro-
fundización de categorías de Derecho
constitucional y Derecho público y bus-
cando dilucidar el sentido último de con-
ceptos típicos al efecto –presidencialismo,
parlamentarismo, justicia constitucional,
control político, control democrático, con-
trol presupuestario, etc.–, la obra, repeti-
mos, hace también, de soslayo, notorias
alusiones a las nuevas circunstancias en
que se mueven las instituciones parlamen-
tarias y públicas y a la necesidad de su
redefinición. Desde luego el gran plus del
libro consiste en la pluralidad de modelos
aludidos. La galería de ejemplos tratados
–como, por cierto, también reconoce A.
Figueruelo en el trabajo–, son auténticos
modelos para las democracias emergentes
de Latinoamérica a efectos de que, desde
un prisma teórico, los especialistas del
Derecho, los asesores y los operadores
jurídicos puedan contrastar la eficacia de
figuras de efectividad probada en otros
países, reflexionar sobre su validez, e ins-
tar o recomendar, en su caso, su implan-

Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 2003, p. 227. Traducción de Joaquín Brage
Camazano. Para este autor, además, «La praxis actual de la interpretación y aplicación de
los derechos humanos se mueve en una densa red de Gobiernos y legisladores nacionales,
organizaciones internacionales e internacionales, opiniones públicas locales, ONGs locales e
internacionales, así como medios de comunicación social globales. Actores o grupos parti-
culares de esta red pueden identificar, de modo muy selectivo pero globalmente eficaz,
lesiones de derechos del hombre en cualquier lugar del mundo, y así contribuir (...) al
progreso de los derechos humanos».

3 En este sentido, José Luis PRADO MAILLARD, en el estudio previo de la obra coor-
dinada por él Derecho, reforma del Estado y gobernabilidad frente a los procesos de in-
tegración latinoamericana, Universidad Autónoma de Nuevo León, Nuevo León, 2009,
pp. 9 y 10.
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tación en sus sistemas políticos, como
vías adicionales posibles de control de los
órganos políticos y públicos.

El libro está compuesto, restando el,
aunque breve, valioso trabajo inicial de
Ángela Figueruelo y la presentación de
Prado Maillard y Michael Núñez, en ocho
ensayos, girando la mayoría de ellos en
términos estrictos en la figura del control
político; solamente tres trabajos abren sus
análisis a otros aspectos interrelacionados,
si bien siempre con un pie en el objeto de
estudio principal propuesto.

El primero de estos estudios a los que
hemos hecho referencia corresponde al
trabajo de Enríquez Fuentes, dedicado a
«La circulación de modelos y el Derecho
constitucional comparado», a través del
cual el autor explica cuestiones genéricas
de Derecho público comparado (naturale-
za, objeto, fines, características, etc.) y su
plasticidad para facilitar la comprensión
de las instituciones jurídicas en el mundo,
facilitando el conocimiento de órganos
jurídico-prácticos y la crítica constructiva
respecto al propio modelo político. En el
segundo, titulado «Las relaciones gobier-
no-parlamento en España: Entre el parla-
mentarismo y la presidencialización»,
Blanco Valdés se detiene en analizar los
elementos que identifican a España como
modelo parlamentario, para decirnos des-
pués cuales son los pequeños matices de
corte presidencialista que coexisten en el
sistema sin alterar su naturaleza genuina;
este ensayo se cierra con una evaluación
del modelo parlamentarista instaurado por
la Constitución española de 1978 y de los
elementos metajurídicos y de las peculia-
ridades del sistema de partidos que carac-
terizan el régimen político español. El ter-
cero, relativo al «Control político de cons-
titucionalidad en Francia» (Tusseau), es
una aguda disertación sobre el control ju-
risdiccional de constitucionalidad en
Francia. Esto quiere decir que aquí se
estudia a fondo la figura del Conseil

Constitutionnel y se reincide en las notas
características que deben revestir un insti-
tuto de este tipo –particularmente su apo-
liticidad y carácter jurídico puro– y sus
funciones de guardián de la Constitución
y de control de órganos institucionales. El
cuarto trabajo, de Leyland, y titulado «La
sombra de Dicey y la genealogía del De-
recho administrativo inglés», conlleva un
estudio sobre la influencia de Dicey en el
Derecho administrativo del Reino Unido
y en el hecho distintivo de su articulación,
no como un cuerpo normativo dirigido a
regular la Administración y los servicios
públicos, sino principalmente como red de
«tribunales especiales»4 que asumen la
función de la tutela judicial, pero además
la labor de control del poder ejecutivo,
bajo el principio de rule of law. El quinto
trabajo, escrito por Carducci («El control
político en el Derecho italiano y compara-
do»), se trata de una explicación del con-
trol en términos de sanción y de relación
orgánica de subordinación; este trabajo se
cierra con unas disquisición sobre el con-
trol político en Italia y su caracterización
como función de cariz político distinta a
la jurisdicción constitucional. Matthias
Hartwig ha escrito el sexto artículo, sobre
el «Control político en Alemania», en el
que, sin dejar de tratar aspectos de teoría
jurídica general sobre el objeto de estudio
–significado doctrinal del control político,
limitación del Gobierno y de la Adminis-
tración, principio de separación de pode-
res, etc.–, realiza un análisis exhaustivo de
las formas concretas de control político en
Alemania: desde la elección del Canciller
y la moción de confianza hasta la política
presupuestaria, desde la política exterior
hasta la política de defensa, desde las co-
misiones de investigación hasta la figura
del Ombudsman. En el séptimo artículo
(«El control constitucional del poder polí-
tico en México»), de Torres Estrada, tie-
ne especial interés la explicación de las
circunstancias sociológicas e históricas

4 Así, también, H. W. R. WADE, Derecho administrativo, Instituto de Estudios Políticos,
Madrid, 1971, p. 12. Traducción de Mariano Baena del Alcazar y Elena Bardon Fernández.
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que han dado lugar a la típica ineficacia
de los métodos de control mexicanos. El
octavo ensayo, en fin, de Pegoraro, titula-
do «Semántica de «control político»», de
un alcance mayor, compone una investi-
gación teórica innovadora sobre este con-
cepto sobre la que podemos extraer un par
de ideas principales: por una parte, su
comprensión del control político como
fórmula derivada del principio de separa-
ción de poderes y como medida distinta
de otras formas de control (control social
[que, en palabras de Pegoraro es pre-jurí-
dico], control técnico, etc); por otra, su
audaz definición de este concepto en tér-
minos de actividad de verificación, eva-
luación, examen, revisión y/o supervisión
y como herramienta disciplinada por el de-
recho independientemente de la forma en
que esté regulada.

En suma, podemos decir que la obra

que comentamos es una selección de en-
sayos inéditos de calidad técnica paralela
a la gran calidad de los especialistas par-
ticipantes, que constituye un texto muy
completo sobre las especificidades del
control político desde una perspectiva
comparada. Además la investigación hace
ciertas referencias a cuestiones de rabiosa
actualidad. En el plano formal y de estilo,
el libro, en sí, constituye un manual claro
y práctico, fácil de leer, con bastante bi-
bliografía, y en el que los textos traduci-
dos (los correspondientes a Leyland, Car-
ducci y Pegoraro) revisten total fiabilidad.
En todo caso, es un trabajo de obligada
lectura tanto para el especialista como
para el amateur en Derecho constitucio-
nal comparado. Una lectura detenida del
libro o, al menos, de alguno de los estu-
dios citados, demostrará al lector la vera-
cidad de nuestras afirmaciones.

ERNESTO REY CANTOR, Control de convencionalidad de las leyes y derechos humanos,
Editorial Porrúa, Mexico, D. F. 2008.

Por ALBERTO OEHLING DE LOS REYES*

No hay tantos estudios monográficos
intensos sobre el control de convenciona-
lidad como pudiera pensarse, de ahí que
la necesidad del Derecho constitucional
era no tanto una nueva serie de artículos
sectoriales como realizar un trabajo com-
pleto y actualizado de análisis del efecto
que tiene el control de convencionalidad,
ejercido por la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, y recopilar la juris-
prudencia más importante de este ente,
presentándola en orden coherente, y las
puntualizaciones de la doctrina al respec-
to. De no ser así, se dificulta en exceso
un estudio y examen actualizado de un
instituto complejo por sí. En forma sobre-
saliente, este libro de Rey Cantor, preten-

de –consiguiéndolo– cubrir esa necesi-
dad. Intenta presentar un estudio del con-
trol de convencionalidad de leyes y dere-
chos humanos como un todo que posee
coherencia, que tiene su propia lógica
normativa, sus propias reglas de funcio-
namiento y su función propia en el área
del Derecho constitucional interno e inter-
nacional. El estudio se refiere lo justo y
necesario a la problemática del control de
constitucionalidad del Tribunal Constitu-
cional nacional, puesto que se dirige más
a hacer referencia a las posibilidades y
efectos internos de control por el órgano
internacional. Examina la vigencia aún del
principio de supremacía de la Constitu-
ción, pero recoge esta afirmación para

* Doctor en Derecho por la Universidad Complutense de Madrid. Profesor Ayudante
de Derecho constitucional de la Universidad de las Islas Baleares (España).


